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NOTA PRELIMINAR

			El proceso de progresiva institucionalización de la respuesta jurídica de la comunidad internacional a los conflictos internacionales, no sólo los penales, ha sido largo y complejo.

			Históricamente sólo existían dos modos de solución de las disputas entre países: las negociaciones diplomáticas o la guerra. Esa visión la sintetizó Von Clausewitz en su conocido dictum: «la guerra es la continuación de la política por otros medios»1. Es cierto que la cita original del militar y teórico prusiano es más larga y matizada, pero incluso en su versión simplificada condensa la convicción invariablemente sostenida a lo largo de la Historia de que, en las relaciones entre pueblos y naciones, lo que rige en última instancia es la ley del más fuerte.

			Invariablemente… hasta que a finales del siglo xix empezó a abrirse paso la idea de que la noción de soberanía no podía seguir siendo la coartada para dejar impunes cualesquiera abusos que pudieran perpetrar los gobiernos de las naciones, no sólo contra militares e incluso civiles de otros países en situaciones de conflicto armado, sino sobre sus propios ciudadanos y en su propio territorio. Esa idea fue acerbamente contestada, tanto por teóricos del militarismo y la ciencia política como por los promotores de la multitud de conflictos armados que siguieron ensangrentando los cinco continentes en la primera mitad del siglo xx. Pero como reacción a la terrible destrucción que dejaron tras de sí la Primera y la Segunda Guerra Mundial, esos ideales acabaron cristalizando tanto en instrumentos internacionales que proclamaban derechos y libertades de todas las personas y que se consideraban vinculantes para los Estados como limitaciones de su soberanía (el más destacado, por supuesto, la Declaración Universal de los Derechos Humanos de la Organización de Naciones Unidas de 1948), como en foros de resolución y adjudicación de conflictos y de enjuiciamiento de crímenes internacionales (entre éstos, principalmente la Corte Internacional de Justicia y la Corte Penal Internacional).

			La progresiva institucionalización de la respuesta jurídica de la comunidad internacional a los conflictos internacionales y a los crímenes de mayor gravedad ha llegado así a un punto de desarrollo inimaginable apenas hace un siglo. Pero los logros alcanzados no pueden considerarse definitivos ni permanentes: los conflictos bélicos han seguido salpicando el mapamundi en la segunda mitad del siglo xx y en lo que va del xxi; el respeto de los derechos humanos, tan grandiosamente declarados en 1948, no es en absoluto generalizado; la apelación a la dignidad humana como fundamento de los derechos declarados por la ONU ha sido cuestionada cuando no llanamente negada desde muy diversas perspectivas, y a partir de ahí en muchas ocasiones se ha desnaturalizado o vaciado el contenido y alcance de esos derechos; la redefinición de los bloques dominantes en las relaciones internacionales frecuentemente provoca tensiones y conflictos que el sistema de derechos humanos y tribunales internacionales no consigue atajar.

			Esas realidades son las que trata esta monografía. Su título y su subtítulo pretenden abarcar la multitud de cuestiones que sistemáticamente abordan sus distintos capítulos, pero sobre todo quieren subrayar que lo que en esta obra se estudia tiene, por un lado, una historia y unos antecedentes que ayudan a entender las realidades presentes, y por otro, unas perspectivas de futuro más o menos inciertas que deben tomarse en consideración para no dar por consolidados los logros alcanzados.

			Los autores

			Sevilla, noviembre de 2024.

			

			
				
						1 Carl von Clausewitz, Vom Kriege (De la guerra) (1832).


				

			

		

	
		
			
CUESTIONES PRELIMINARES

		

	
		
			Capítulo 1

			
Justicia Internacional y Derechos Humanos. Un vínculo inescindible

			Carlos Fidalgo Gallardo

			Profesor Contratado Doctor de Derecho Procesal (Acreditado a Titular) Universidad de Sevilla

			
I. La «Justicia Internacional»: un intento de clarificación conceptual

			El concepto de «Justicia Internacional» parece tener un significado claro y distinto, inmediatamente comprensible. Sin embargo, es tremendamente equívoco pues la combinación de los dos términos que lo componen da lugar a multitud de presuposiciones, sobreentendidos… y malentendidos. No sólo es que el término «Justicia» tenga diversas acepciones y que el debate en torno a él sea inacabable, sino que el término «Internacional» presupone toda una serie de nociones político-jurídicas e históricas igualmente sujetas a un intenso y también inacabable debate, sobre todo cuando entran en juego los equilibrios y las tensiones de la geopolítica.

			«Justicia», en su acepción institucional y circunscrita al interior de las fronteras de un Estado funcional, se refiere a la estructura de jueces y tribunales que tienen conferida la potestad jurisdiccional —tanto en el ámbito penal como en los demás—, en ejercicio de la cual dictan resoluciones obligatorias (la «Administración de Justicia»). No es sólo que, en lo que hace a España y como ejemplo, «los ciudadanos y los poderes públicos est[é]n sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico» (art. 9.1 CE) y que sea genéricamente «obligado cumplir las sentencias y demás resoluciones firmes de los Jueces y Tribunales» (art. 118 LOPJ), sino que, si esas resoluciones no se acatan voluntariamente, entra en escena el aparato coactivo estatal, que compele a los concernidos, violentamente si es preciso, a ajustarse a lo mandado.

			En su acepción iusfilosófica, la «Justicia» es la materialización jurídica del concepto ético de «bien», en la línea de la paradigmática definición del jurista romano Ulpiano en el Digesto: justicia es la «firme y perpetua voluntad de dar a cada uno lo suyo» (iustitia est constans et perpetua voluntas suum cuique tribuere)2. En esta acepción, por tanto, el término remite irremisiblemente al fundamental debate sobre si lo «bueno» desde un punto de vista jurídico es lo que dice la ley positiva en un determinado lugar o tiempo (la postura positivista), o por el contrario lo que resulta de unos estándares prejurídicos dimanantes de las exigencias de la naturaleza humana y su dignidad intrínseca (la postura iusnaturalista). Porque ¿qué es «lo suyo» y quién y cómo se determina? Ésa es la cuestión.

			El concepto «internacional», por su parte, presupone el concepto jurídico-político de nación, o más bien el de «Estado-nación», que es una concreta forma de organización de las comunidades políticas surgida a finales del siglo xviii en Europa, y que en los dos siglos posteriores fue desplazando, no sin resistencia, otras formas seculares de organización del territorio y de los grupos humanos. Porque la Francia prerrevolucionaria, aun siendo una monarquía más o menos absoluta, se constituía como el agregado de una multitud de territorios con características singulares no sólo culturales, sino también políticas y jurídicas (la Gascuña, la Bretaña, la Vandea…). Sobre esos territorios, y más allá de las visiones deformadas que nos legaron los revolucionarios, el Rey desempeñaba una función en buena parte arbitral y aglutinadora, que no ignoraba (no podía hacerlo) el peso de esas singularidades. Fue sólo a sangre y fuego como en las décadas posteriores a 1789 esas formas de organización política fueron arrasadas y sustituidas por un Estado que, sobre la base del concepto de soberanía nacional o popular, se arrogaba la plenitud de poderes o funciones de gobierno (función ejecutiva, función legislativa, función judicial) sobre la totalidad del país y sobre todos sus ciudadanos. La misma estela, y de forma más o menos violenta, siguieron a lo largo del siglo xix la Alemania unificada de Bismarck y el Kaiser Guillermo, la Italia de Garibaldi, o la España de Isabel II; lo hicieron tras la Primera Guerra Mundial los nuevos países surgidos del desmantelamiento del Imperio Alemán, del Imperio Austrohúngaro y del Imperio Otomano; y por fin también lo hicieron, a lo largo del siglo xx, los nuevos Estados surgidos del proceso de descolonización.

			El Estado así concebido se organiza sobre la base del concepto de soberanía, entendida como autoridad plena y suprema tanto ad intra (sobre todos los ciudadanos e instituciones radicados en el interior de sus fronteras) como ad extra (en sus relaciones con los demás Estados-nación, igualmente celosos de esa autoridad sobre su territorio). Ésta es la forma hegemónica de organización de las comunidades políticas nacionales en la actualidad.

			De ese concepto de Estado-nación, fundado sobre y en torno a la noción de soberanía, resulta que las relaciones entre países (rectius, entre Estados soberanos) son esencialmente de carácter horizontal: relaciones entre entidades teóricamente iguales, que se expresan en tratados y convenios. Esos instrumentos jurídicos, de naturaleza negocial, se suscriben y se cumplen no porque exista una entidad supraordenada que primero los promulga y luego impone coactivamente su acatamiento en caso de vulneración, sino porque el cumplimiento de sus compromisos es lo que permite a los Estados, si lo consideran conveniente y oportuno, seguir operando de forma fluida en el concierto de las naciones y en su complejo tejido de relaciones e intereses. De ahí el término «internacional».

			Sobre esa base, no parece conceptualmente posible el establecimiento de un verdadero poder supraordenado a los Estados-nación, que actúe de forma vertical imponiendo reglas, dirimiendo controversias, y sobre todo imponiendo sus decisiones de forma coactiva a los renuentes. Si existiera, no se trataría de un poder inescapable como lo es —salvo supuestos patológicos— el aparato coactivo del Estado, que ostenta el monopolio del uso legítimo de la fuerza sobre sus propios ciudadanos y sobre su territorio. Una teórica autoridad supranacional podría quizás imponerse sobre Estados pequeños o débiles, pero no sobre los pesos pesados de la geopolítica.

			El cumplimiento por los Estados de sus compromisos internacionales, por tanto, siempre tiene un elemento de voluntariedad. Considérese en efecto que el primer intento de institucionalización de la respuesta jurídica a los conflictos internacionales fue la Corte Permanente de Arbitraje Internacional, fruto de la Conferencia de Paz de La Haya de 1899 y de los tratados firmados en la misma (esto es, no un tribunal sino una corte arbitral); que la jurisdicción de la Corte Penal Internacional depende de la adhesión a la misma de los Estados (siendo así, además, que el número y relevancia de los adheridos no alcanza actualmente ni a un tercio de la población mundial, o que están fuera de ella países tan relevantes como Estados Unidos, China o India); o que la expansión de la autoridad de la Unión Europea sobre los Estados miembros desembocó entre 2016 y 2020 en la desvinculación del Reino Unido (el Brexit), precisamente por entender sus promotores que la Unión estaba invadiendo ilegítimamente parcelas de soberanía que no habían sido transferidas en los tratados de adhesión. Similares reivindicaciones han provenido de países como Hungría o Polonia. Y aunque los movimientos que propugnan en los distintos países la retirada de la UE son minoritarios, no resulta razonable ignorar de plano sus argumentos.

			Y es que, en efecto, la alternativa a ese marco de relaciones horizontales donde las obligaciones jurídicas se asumen y se cumplen voluntariamente (es decir, la creación de una institución supranacional dotada de verdadero poder coactivo) no es, en el extremo, otra cosa que constituir un organismo dotado de un ejército y con la capacidad de desencadenar conflictos armados… lo cual sería la vuelta a la competencia abiertamente darwiniana entre Estados o bloques de Estados, que caracterizó la Europa de los siglos xix y primera mitad del siglo xx, y que dio lugar a los conflictos bélicos más violentos de la Historia.

			De lo dicho resulta que, efectivamente, el significado del término «Justicia Internacional» no es en absoluto tan evidente como parece a primera vista, pues es el ayuntamiento de dos términos en principio incompatibles o como mínimo necesitados de concreciones y ajustes para poder funcionar el uno junto al otro de forma inteligible.

			Entre esos ajustes, en primer lugar, estarían los que exige la vigencia del principio de soberanía nacional como característica esencial sobre la que se construyen y operan los Estados-nación modernos, y que impide —teórica y prácticamente— la constitución de una autoridad judicial o asimilada con capacidad de dirimir controversias y de imponer coactivamente sus resoluciones en todo caso. Una cosa es que la soberanía nacional no sea ya un dogma inatacable, y otra muy distinta negar la evidencia de que sigue siendo la clave de arco del complejo sistema de relaciones internacionales en la actualidad y en el futuro previsible.

			En segundo lugar, la inteligibilidad del término «Justicia Internacional» requiere los ajustes que tienen en cuenta la determinación de qué legalidad internacional se trata de promover. Lo cual, de nuevo, nos lleva directamente al fundamental debate iusfilosófico sobre el concepto de «Justicia» y a la contraposición entre las posturas positivistas y las iusnaturalistas. Porque se trata, como anuncia el título de esta obra, de ir contra la impunidad y en general de establecer un marco jurídico internacional donde los conflictos se resuelvan y arbitren con arreglo a reglas predeterminadas, de forma pacífica, y respetando las exigencias de la dignidad humana. Es decir, lo que se persigue no es el establecimiento de cualquier legalidad internacional, la que resulte sin más de la matemática geoestratégica y de los intereses de quienes tienen en un momento dado la capacidad de imponer su criterio en el concierto de las naciones (si fuese así, poco se habría avanzado), sino una legalidad que se ajuste a unos estándares mínimos de humanidad, en sintonía con la noción clásica de ley que propuso Tomás de Aquino como «ordenación racional de la conducta humana, dirigida al bien común y promulgada por la legítima autoridad»3.

			
II. La «criminalización de la barbarie»: De lo ético A LO jurídico

			Todo lo tratado en el epígrafe anterior nos lleva directamente a plantearnos qué significa la expresión «criminalización de la barbarie», la cual conecta con el mismo título de esta monografía: «Contra la impunidad».

			Y aquí volvemos a encontrarnos con una expresión que encierra una complejidad mucho mayor de lo que parece a primera vista.

			La expresión «criminalización de la barbarie» está tomada del título de una laureada monografía que coordinó el profesor Carrillo Salcedo, Catedrático que fue de Derecho Internacional Público en la Universidad de Sevilla4. La obra es un detallado estudio de la Corte Penal Internacional, donde las contribuciones de los distintos autores desarrollaban la idea central de que la Corte es un hito histórico en el proceso de creación de cauces estables para que la comunidad internacional pueda responder adecuadamente a los episodios más graves de criminalidad internacional, procurando el universal respeto de los derechos humanos que todos los hombres y mujeres del mundo ostentan por igual. La mera existencia y sobre todo la actuación de la Corte Penal Internacional, según los autores de la obra, permite superar una visión trasnochada de la soberanía nacional conforme a la cual cualesquiera hechos criminales acaecidos dentro de las fronteras de un Estado, incluso los más graves y aberrantes, serían cuestión interna de ese Estado, en la cual ni otros Estados ni la comunidad internacional tendrían legitimación jurídica ni política para intervenir.

			La cuestión es que la Corte Penal Internacional es efectivamente eso, pero lo es con respecto a los crímenes confiados a su jurisdicción (genocidio, crimen de lesa humanidad, crímenes de guerra, y crimen de agresión), acaecidos con posterioridad a su tipificación en el instrumento de creación de la Corte (el Estatuto de Roma) y a la creación y puesta en funcionamiento del tribunal5. La Corte Penal Internacional, en efecto, a diferencia de otros tribunales históricos a los que se les otorgó jurisdicción sobre acontecimientos acaecidos antes de su creación y que no tenían una regulación internacional clara y neta6, actúa sobre la base de un estricto principio de tipicidad penal previa (nullum crimen sine lege).

			El Estatuto de Roma, en efecto, terminó de fijar internacionalmente como crímenes (de tipificar) lo que en la conciencia de la humanidad ya eran, sin necesidad de una ley que lo declarase, actos aberrantes: episodios de barbarie merecedores de la más rotunda repulsa moral, dijese lo que dijese la legislación positiva de un país o de otro, o exigiese lo que exigiese la soberanía de los países donde pudiesen haber acaecido7.

			Por todo esto, cuando se habla de «criminalizar la barbarie» se pone de manifiesto la insoslayable tensión a la que ya hicimos antes referencia entre el derecho positivo, por un lado, y el instinto o la tendencia humana a ajustarse a principios éticos previos que podemos llamar de justicia natural: «criminalizar» es tipificar como delictivo lo que ya previamente ha sido conceptualizado moralmente como «bárbaro», como inadmisible desde el punto de vista de la ética. Dicho de otro modo: la criminalización de una conducta no la hace «bárbara»: la barbarie es un concepto prejurídico, que el Derecho asume a posteriori anudándole consecuencias jurídicas (sanciones penales).

			Como veremos en los lugares correspondientes de esta obra, el enjuiciamiento de los líderes del Partido Nazi o del Imperio Japonés tras la Segunda Guerra Mundial no se desarrolló aplicando tipos penales previamente definidos. Y así, el Tribunal Militar Internacional de Núremberg y el Tribunal Militar Internacional para Extremo Oriente, constituidos además ad hoc y posteriormente a los hechos de que conocieron, tuvieron que desarrollar largas y poco convincentes argumentaciones en sus mastodónticas sentencias para justificar las condenas a los responsables de delitos que no eran tales en el momento de su comisión.

			Con esta observación no pretendemos en absoluto abogar por la impunidad, ni rebajar la maldad insondable de las conductas que fueron objeto de enjuiciamiento en los mencionados tribunales. Pero sí queremos subrayar la importancia de que existan organismos constituidos con carácter previo a la comisión de los hechos cuyo enjuiciamiento se les encomienda, y de instrumentos legales que tipifiquen esas conductas como delito antes de su comisión, para evitar las razonadas y razonables críticas de «Justicia de vencedores» que empañaron la herencia de los tribunales penales de Núremberg y Tokio. El principio de legalidad, tanto en su vertiente sustantiva (tipicidad previa) como en la procesal (tribunales ordinarios preexistentes a los hechos de que conocen), es garantía y barrera frente a la arbitrariedad8.

			En eso radica precisamente la importancia de la Corte Penal Internacional: en ser el primer y único tribunal internacional penal estable, con jurisdicción sobre crímenes detalladamente tipificados y cometidos con posterioridad tanto a esa tipificación como a la creación del órgano mismo encargado de su enjuiciamiento.

			
III. Sobre el concepto, el fundamento y el elenco de los Derechos Humanos9


			El concepto de «Derechos Humanos» es la referencia inexcusable al estudiar el proceso de progresiva institucionalización de la respuesta jurídica de la comunidad internacional a las vulneraciones más aberrantes de la dignidad humana. Es decir, para avanzar hacia una Justicia Internacional que no sea un simple mecanismo ciego sino una estructura de normas e instituciones que trabajen en pos del generalizado respeto de la dignidad de todos los seres humanos.

			Desde las primeras materializaciones de ese proceso en los estertores del siglo xix (con la celebración de la Conferencia de La Haya de 1899 y la constitución de la Corte Permanente de Arbitraje Internacional) hasta la creación y entrada en funcionamiento de la Corte Penal Internacional (y sin entrar ahora en las cuestiones que lastran la actuación y siembran dudas sobre el futuro de este órgano)10, lo que se ha buscado, en último término, es llegar a establecer mecanismos internacionales efectivos de protección del elenco de derechos básicos que ostenta toda persona por el simple de hecho de serlo. Con eso se estarían superando las concepciones expansivas de la noción de soberanía imperantes en los siglos xix y parte del xx con base en las cuales se habían venido justificando reiterados episodios de impunidad.

			El concepto de «Derechos Humanos» es sin embargo una noción relativamente moderna, cuya naturaleza, elenco y contenido están sometidos a un fortísimo debate. De nuevo, una noción capital para nuestro estudio cuyo significado es aparentemente comprensible de forma instintiva, se revela como un objeto escurridizo, poliédrico y difícil de aprehender en sus concretos perfiles.

			En lo que hace a la naturaleza de los Derechos Humanos, la cuestión clave sobre qué sean (cuál sea su naturaleza) y cuáles sean (cuál sea su elenco) es la de su origen y su fundamento.

			Porque, en efecto, si los Derechos Humanos se apoyan en un fundamento metafísico y trascendente, es decir, si son una realidad prejurídica que la comunidad política y el derecho legislado tienen simplemente que declarar y proteger, se erigirán en barrera frente a la mera voluntad del más fuerte (o al menos serán un ideal claramente definido e inmutable), y su elenco y su contenido no estarán al albur de los vientos de las ideologías o la fuerza bruta. Si por el contrario los Derechos Humanos tienen un fundamento meramente político e inmanente, esto es, si son entes creados por la voluntad de la comunidad política plasmada en la ley positiva vigente en un determinado momento y otorgados a los integrantes de esa comunidad, no sólo su elenco y su contenido dependerán de cuál sea en cada momento el criterio de una circunstancial mayoría de ciudadanos (o del capricho de quien ostente un poder capaz de imponerse a ésta), sino que también podrá variar su extensión subjetiva. El ejemplo clásico de esto último son, por supuesto, las leyes raciales de Núremberg de 1935, con su filigrana técnicamente impecable de requisitos para ostentar la plenitud de derechos como ario y ciudadano alemán o, en caso de no ajustarse a sus estándares, para ser despojado de ellos, ser privado de la condición de ciudadano y reducido a la condición de subhumano, y quedar inerme ante la arbitrariedad del Estado.

			No es ya sólo la artificiosa distinción entre derechos de primera, segunda y tercera generación (donde, en realidad, los únicos que pueden considerarse verdaderos derechos, con pretensiones de generar una simétrica obligación de ser respetados en todo caso por cualquier tercero en particular y por la comunidad política en general, son los de primera generación) sino la incorporación o eliminación, según la evolución de las ideologías o de las modas, de unos u otros «derechos» al listado.

			De nuevo, el debate entre positivismo y iusnaturalismo se revela como central a todos estos interrogantes. Lo vio con claridad Jacques Maritain cuando, por encargo de la UNESCO, recopiló las contribuciones de representantes de diversos ámbitos políticos, culturales y religiosos en el proceso de estudio que culminó en la promulgación de la Declaración Universal de Derechos Humanos de 194811. En la Introducción a dicha recopilación12, el filósofo francés sintetizaba dichas contribuciones del siguiente modo:

			Desde el punto de vista de la teoría del Derecho puede decirse, sin riesgo de caer en una simplificación excesiva, que en lo que hace a la cuestión de los Derechos Humanos la humanidad está actualmente dividida […] en dos grupos enfrentados: el grupo de los que en mayor o menor medida aceptan explícitamente la «Ley Natural» como el fundamento de esos derechos, y el de los que en mayor o menor medida explícitamente lo rechazan.

			Para los integrantes del primer grupo, de las exigencias dimanantes de su propio ser resulta que el hombre ostenta determinados derechos fundamentales o inalienables, que son por naturaleza anteriores y superiores a la sociedad, y que son la fuente de la que brota y se desarrolla la misma vida social, con los deberes y derechos que implica la convivencia. Para la segunda escuela los derechos del hombre son relativos al desarrollo histórico de la sociedad, y en sí mismos son constantemente variables y fluctuantes; son un producto de la sociedad misma, conforme ésta avanza en la historia13.

			De todo lo anterior resulta claramente que la definición de Derechos Humanos como aquellos derechos básicos que ostenta toda persona humana por el mero hecho de serlo, ni es pacífica ni es unívoca.

			En primer lugar, o bien es una definición circular porque incluye lo definido en la definición («derechos básicos del ser humano» es poco más que una perífrasis de «derechos humanos»), o bien es una definición mayormente inane porque no aporta información relevante para aprehender la realidad definida (¿qué es lo que hace a un derecho ser «básico» o no serlo?).

			En segundo lugar y derivadamente, qué «derechos» puedan ser etiquetados como «básicos» y cuáles no, o cuáles así calificados puedan perder esa consideración, sería una cuestión permanentemente abierta si se hace depender de la voluntad política y no de un fundamento prejurídico.

			En tercer lugar, la referencia a un concepto prejurídico y filosófico como «persona humana» hace que para poder aventurar cuáles son las exigencias que derivan «del mero hecho de serlo» haya que partir de disquisiciones respecto a las cuales la Humanidad ha sostenido posiciones variadísimas —en teoría y en la práctica— desde los tiempos más remotos.

			Cuarto, qué signifiquen en cada momento los enunciados genéricos y de principio en que generalmente se expresan los Derechos Humanos («derecho a la vida», «derecho a la integridad física») de nuevo y por el mismo motivo será una cuestión siempre sujeta a variación.

			No es de extrañar por eso el desahogo del mismo Maritain cuando, tras promulgarse la Declaración Universal de los Derechos Humanos, con su listado de derechos fundamentados en las exigencias de la dignidad humana que se pretendía como tal aplicable a todos los hombres y mujeres del mundo sin distinción, se enfrentó a las críticas según las cuales ese concreto elenco (y ese concreto fundamento) sería una simple imposición al conjunto de la humanidad de una particular visión del ser humano y de la sociedad, en concreto la de la cultura occidental de raíz judeocristiana. Lacónicamente, Maritain respondió que «estamos de acuerdo respecto a los Derechos, siempre que nadie nos pregunte el porqué»14. De forma más matizada y técnica se expresó el comité de filósofos de la UNESCO en su Informe sobre los Fundamentos Teóricos de los Derechos Humanos: «los miembros de las Naciones Unidas comparten unas convicciones comunes sobre las que dependen los derechos humanos», pero aun así no podían sino admitir que «esas convicciones comunes aparecen formuladas en los términos de distintos principios filosóficos y en el contexto de muy diversos sistemas políticos y económicos»15. 

			Sin embargo, incluso contra ese marasmo de concepciones divergentes y en muchos casos antitéticas sobre la persona humana y la sociedad, la Organización de Naciones Unidas acabó adoptando en 1948 la Declaración Universal de los Derechos Humanos, proponiendo a la Humanidad un concreto elenco de derechos y apelando en cuanto al fundamento de los mismos a las exigencias derivadas de «la dignidad intrínseca e inalienable de todos los miembros de la familia humana»16.

			La recién creada Organización de Naciones Unidas obvió así las disquisiciones filosóficas y políticas que habrían podido llevar al fracaso el proyecto de elaboración de un instrumento internacional declarativo de derechos con aspiraciones de universal aplicación, adoptando «un enfoque pragmático más que teórico». De ese modo, y para sorpresa de muchos, consiguió concitar un acuerdo «en la formulación conjunta de principios comunes de acción»17.

			Que los Derechos Humanos puedan ser reducidos a «principios comunes de acción» es más que discutible. Más de medio siglo después de la promulgación de la Declaración Universal de 1948, quizá sea más correcto decir que «aun siendo cierto que en su forma, la Declaración Universal de los Derechos Humanos está generalmente inspirada por la tradición occidental, es igualmente cierto que, en esencia, sus principios son universales»18. A eso aspiraron sus redactores, como veremos en los capítulos siguientes. Incluso ha habido autores de planteamientos positivistas como Norberto Bobbio para quienes el consenso de la comunidad internacional sobre los derechos humanos materializado en la Declaración Universal de los Derechos Humanos había hecho que la cuestión sobre el fundamento de los mismos hubiese perdido todo interés19.

			Sea como sea, el logro de la Declaración está ahí, y desde 1948 hasta la fecha, su elenco de derechos y su apelación a la dignidad humana como base de los mismos la han convertido en la referencia inexcusable a todos los niveles para la determinación, promoción y tutela de los derechos básicos de toda persona humana en todo el mundo.
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			Capítulo 2

			
La Declaración Universal de los Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas

			Carlos Fidalgo Gallardo

			Profesor Contratado Doctor de Derecho Procesal (Acreditado a Titular) Universidad de Sevilla

			
I. Antecedentes históricos: el camino hacia la noción de Derechos Humanos

			Hemos intentado subrayar en el capítulo anterior los cruciales interrogantes que plantea la noción de «Derechos Humanos», tanto en lo que hace a la determinación de un fundamento para los mismos, como en lo relativo al establecimiento de un concreto elenco de derechos y a la fijación del contenido preciso que subyace a las sucintas y por eso genéricas proclamaciones en que se expresan.

			Y es que el concreto listado de derechos reflejado en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, y la invocación como fundamento de los mismos de las exigencias de la dignidad humana, no han sido ni mucho menos una constante histórica.

			La idea de la igual dignidad de todos los miembros de la especie humana, de la cual dimanan unos derechos inalienables que deben ser respetados por la comunidad política en todo caso, es un concepto ajeno a las concepciones jurídico-políticas de la Antigüedad. La simple constatación de cómo se originaban, desarrollaban y cerraban las guerras en aquel tiempo, nos sitúa ante un panorama en el cual no sólo en el fragor de la batalla no había límite alguno ni moral ni jurídico a la violencia que pudiera desplegarse contra el enemigo (tanto si se trataba de militares como de civiles), sino que la comunidad vencedora se arrogaba la plenitud de derechos sobre el territorio y los bienes conquistados (derecho de conquista), masacraba a buena parte de los miembros de la comunidad vencida (tanto soldados y mercenarios, como poblaciones civiles incluyendo mujeres y niños), y reducía a los supervivientes a una condición inferior, generalmente la de esclavos20.

			Esa concepción se refleja gráficamente en la respuesta que, según Tucídides, recibieron los emisarios de la isla de Melos que pretendían negociar términos de paz con el muy superior ejército ateniense que se aprestaba a invadirles:

			Sabéis tan bien como nosotros que en este mundo sólo pueden hablar de derechos entre sí los iguales en poder y fuerza, pero que los fuertes hacen lo que les place y a los débiles no cabe más que sufrirlo21.

			Pero no se trataba sólo de las relaciones entre comunidades políticas (relaciones ad extra). Dentro de esas comunidades (relaciones ad intra), en el mundo grecorromano existían diversas clases de personas categorizadas en función de su estatus social, su condición o su sexo22. En la Roma antigua la plenitud de derechos (la condición de sui iuris) la ostentaban sólo los patricios, que tenían derecho de vida y muerte sobre los esclavos, las mujeres y los niños. Lo mismo sucedía en la Grecia clásica23, donde la «democracia» no era el gobierno del pueblo tal y como hoy lo entendemos, sino el de la demos, formada únicamente por ciudadanos varones nativos y libres24. Repárese en que, en el seno de esas mismas sociedades dizque democráticas, el mismo Aristóteles afirmaba que la esclavitud es «conveniente y justa»25 y daba por descontada su existencia.

			Esa realidad, que ha sido la norma durante la mayor parte de la Historia humana, empieza a resquebrajarse cuando en la segunda mitad del primer milenio a. C. se desarrollan las grandes éticas de la humanidad: el confucianismo, el taoísmo, el budismo, el zoroastrismo, el giro profético del judaísmo, o el pensamiento ético filosófico griego que luego también asumiría Roma. En todas esas culturas aparecen de un modo u otro las primeras intuiciones sobre la sustancial igualdad moral de todos los seres humanos, expresada en las distintas variantes de la regula aurea o «regla de oro»: «No hagas a los demás lo que no querrías que te hicieran a ti», «trata a los demás como te gustaría que te trataran a ti», etc.26.

			Pero la semilla de la noción de dignidad humana que se consagró en la Declaración Universal de los Derechos Humanos la planta en el siglo i el cristianismo, que introduce la idea radical de la igual dignidad de todos los seres humanos en virtud de su condición de hijos de un mismo padre-Dios y por tanto hermanos entre sí. Según San Pablo, que extendió el mensaje predicado por Jesús de Nazaret más allá de las fronteras tribales del judaísmo, «ya no hay diferencia entre judío y griego, ni entre esclavo y libre, ni entre varón y mujer»27.

			Este principio, inicialmente propuesto por una comunidad religiosa minoritaria dentro del hegemónico Imperio Romano, se fue extendiendo de forma progresiva conforme los cristianos aumentaban en número e influencia, y a lo largo de los siglos posteriores fue lentamente vivificando la organización de las comunidades políticas y la regulación de sus instituciones a lo largo y ancho del mundo28. En este sentido se pone de manifiesto cómo la observación de que la Declaración Universal de los Derechos Humanos está inspirada por una visión occidental y judeocristiana, aunque no es totalmente cierta tiene mucho de verdad, y que aunque tal observación generalmente se haya hecho en tono de crítica, es más bien una constatación de que la Declaración es plasmación de unos estándares morales que constituyen un punto álgido en la evolución de las sociedades humanas y la consideración en su seno de los derechos de sus miembros.

			Por todo eso, hablar de «Derechos Humanos» en el Imperio Romano o en la Alta Edad Media es un anacronismo, ajeno a los sistemas de organización social imperantes en esas épocas. La semilla de la idea de que todos los seres humanos tienen una dignidad igual podía estar plantada por el cristianismo, pero hicieron falta siglos hasta que cristalizase en realidades filosóficas y jurídico-políticas como las que consagró la Declaración Universal de los Derechos Humanos en 1948.

			Según Jean Dumont29, la más temprana elaboración teórica de una noción de «Derechos Humanos» similar a la actual se produce en el marco de la llamada Controversia de Valladolid (1550), el debate auspiciado por el emperador Carlos I entre Ginés de Sepúlveda y el dominico Bartolomé de las Casas sobre la legitimidad de la expansión española en el continente americano. En su enfrentamiento dialéctico celebrado en la vallisoletana Colegiata de San Gregorio, los contendientes no sólo discutieron la legitimidad de los títulos de España para su expansión por el continente americano, sino el estatus y derechos de los integrantes de los pueblos precolombinos. En cualquier caso, tanto Las Casas como Sepúlveda se apoyaban sobre el inmediato precedente del testamento de la Reina Isabel la Católica (1504), que había ordenado a sus sucesores «que no consientan ni den lugar a que los indios, vecinos y moradores de las Indias y Tierra Firme, ganadas y por ganar, reciban agravio alguno en sus personas ni bienes, antes al contrario que sean bien y justamente tratados, y si han recibido algún agravio que lo remedien y provean»30; y antes de eso sobre las propuestas doctrinales de autores tan relevantes como Agustín de Hipona (siglo iv), Tomás de Aquino (siglo xiii) o Francisco de Vitoria (siglo xvi).

			En la Edad Contemporánea se produce un nuevo y fundamental impulso a la noción de «Derechos Humanos» en el contexto de los procesos revolucionarios que a finales del siglo xviii acaecen en Francia y en las colonias inglesas en el noreste del continente americano.

			En primer lugar, en 1776 la Declaración de Independencia por las que las trece colonias británicas afirmaron su derecho a constituirse en Estados independientes arranca con la proclamación solemne de que

			[…] sostenemos que estas verdades son evidentes: que todos los hombres han sido creados iguales, que han sido dotados por su Creador de ciertos Derechos inalienables, que entre esos derechos están los derechos a la Vida, la Libertad y la búsqueda de la Felicidad31.

			Tras la independencia, tanto los flamantes nuevos Estados como la federación que constituyeron (los Estados Unidos de América) se dotaron de Constituciones y junto a ellas de Bills of Rights o elencos de derechos. De hecho, las reticencias de algunos de los nuevos Estados independientes a ratificar la Constitución de 1789 sólo fueron vencidas cuando se les prometió añadir a la Constitución inmediatamente tras su aprobación un elenco de derechos para proteger a los ciudadanos de los potenciales abusos del Gobierno federal que iba a crearse. El resultado es la llamada Bill of Rights de 1791, que incorporó diez enmiendas al texto de 1789 proclamando derechos y libertades tales como la libertad religiosa y de expresión (Primera Enmienda), el derecho a la inviolabilidad del domicilio (Cuarta Enmienda), el derecho a no declarar contra sí mismo y a no declararse culpable en un proceso penal (Quinta Enmienda), o el derecho a la defensa (Sexta Enmienda).

			Esos derechos, sin embargo, no eran proclamaciones genéricas formuladas de forma positiva, sino más bien protecciones negativas de los individuos (o más concretamente, de los ciudadanos de los Estados federados) frente al riesgo de abusos en el ejercicio del poder conferido a las instituciones federales. Además, esos dizque derechos coexistían (y coexisten) con las paralelas relaciones contenidas o añadidas a las constituciones estatales, las cuales se erigían en protecciones de la libertad de los individuos frente a las autoridades estatales. Esa limitación en su ámbito objetivo y en su alcance, y esa coexistencia de listados de derechos, precisamente llevó a que se plantease en el siglo xix el llamado incorporation debate: la polémica jurídica, resuelta jurisprudencialmente en una serie de sentencias de la Corte Suprema federal, sobre si los derechos declarados en la Bill of Rights federal también vinculaban a los Estados federados, desplazando así las prescripciones paralelas existentes en sus propias Constituciones. Con matices, la conclusión derivada por la Corte Suprema interpretando y desarrollando las exigencias de la Decimocuarta Enmienda de 1868 sobre debido proceso e igualdad ante la ley, fue que buena parte (pero no todas) las cláusulas de la Bill of Rights federal y la jurisprudencia en desarrollo de la misma emanada de la Corte Suprema federal prevalece sobre la autonomía de los Estados federados32.

			Al otro lado del Atlántico, la Revolución francesa dio lugar a un documento declarativo de derechos que, aunque a primera vista pueda parecer lo contrario, es muy diferente en su detalle y en su espíritu a la Bill of Rights estadounidense. Nos referimos a la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, aprobada por la Asamblea Nacional francesa entre agosto y octubre de 1789.

			El párrafo introductorio de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano apuntaba más alto que las Bill of Rights americanas, pues no se contentaba con enunciar protecciones frente a la arbitrariedad en el ejercicio del poder público, sino que exponía

			[…] en una Declaración solemne los derechos naturales, inalienables y sagrados del hombre; para que esta declaración, estando siempre presente en la mente de los miembros del cuerpo social, les recuerde sin cesar sus derechos y sus deberes; para que los actos del poder legislativo y los del poder ejecutivo puedan ser comparados en todo momento con los fines de toda institución política, y sean más respetados; y para que las aspiraciones de los ciudadanos, fundadas así sobre principios sencillos e incontestables, siempre se orienten al mantenimiento de la Constitución y a la felicidad de todos.

			La Declaración francesa, por tanto, no establecía protecciones negativas, sino que declaraba derechos de forma positiva y general; derechos no otorgados por el monarca sino «inalienables y sagrados»; derechos no estratificados entre clases o grupos de personas sino comunes a hombres que «nacen y permanecen libres e iguales» (art. 1). Esos derechos naturales e imprescriptibles serían «la libertad, la propiedad, la seguridad y la resistencia a la opresión» (art. 2). A ellos se añaden otros en los artículos 7 y siguientes: entre otros, derecho a ser protegido de la arbitrariedad (art. 7), a no ser castigado penalmente sino en virtud de ley previa y a través de un proceso legalmente preestablecido (art. 8), a la presunción de inocencia (art. 9), a la libertad de opinión y expresión (arts. 10 y 11), etc.

			Pero ¿cuál sería el fundamento de esos derechos «inalienables y sagrados»? Aunque los «representantes del pueblo francés» que promulgan la Declaración manifiestan actuar «en presencia y bajo el auspicio del Ser supremo», una entidad muy diferente al Dios cristiano33, ese fundamento trascendente queda rebajado por la manifestación posterior de que «el principio de toda soberanía reside esencialmente en la nación» (art. 3) y de que «la ley es expresión de la voluntad general» (art. 6). Si se tiene esto en cuenta extraña menos la extrema violencia con la que los postulados revolucionarios se impusieron en toda Francia en las siguientes décadas.

			Los textos constitucionales estadounidense y francés fueron el fruto de las ideas filosóficas y político-jurídicas propugnadas por la Ilustración. A lo largo del siglo xix la práctica totalidad de los países europeos se dotaron de constituciones siguiendo ese modelo, con frecuencia también incorporando listados de derechos básicos o fundamentales. En España la primera de una desgraciadamente larga serie de textos constitucionales fue la Constitución de 1812, que siendo de raíz ilustrada y afrancesada fue adoptada en una Cádiz asediada por barcos precisamente franceses en el contexto de la Guerra de Independencia contra el invasor galo. La Constitución de 1812 no incorporó un listado de derechos y libertades básicas, pero sí incluyó proclamaciones de derechos esparcidas a lo largo de su articulado.

			Obviando ahora todas las posteriores constituciones que se sucedieron en España a lo largo del resto del siglo xix y la mayor parte del siglo xx, la vigente Constitución de 1978 sí que contiene un elenco de derechos denominados «fundamentales» en sus artículos 14 a 30. Ese elenco tiene como pórtico el esencial artículo 10.1, según el cual:

			[l]a dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son el fundamento del orden político y de la paz social.

			Similares listados, y similares referencias a la dignidad humana pueden encontrarse en diversísimos textos constitucionales actuales en los cinco continentes.

			
II. El proceso de elaboración de la Declaración Universal de los Derechos Humanos34


			Aunque actualmente existan en diversísimos países por todo el mundo listados más o menos prolijos de derechos humanos fundamentales consagrados en sus textos constitucio- nales, y aunque esos derechos frecuentemente se anclen en las exigencias irrenunciables de la dignidad de todos los seres humanos por el hecho de serlo, a mediados del siglo xx y tras dos sangrientas guerras mundiales no parecía posible alcanzar un consenso internacional ni sobre la misma noción de «Derechos Humanos», ni sobre su fundamento prejurídico en la noción de «dignidad humana», ni sobre su aplicabilidad universal a todo hombre y mujer independientemente de toda circunstancia, ni sobre su función limitativa de los excesos de una noción expansiva y total de la soberanía nacional.

			La primera mitad del siglo xx estuvo en efecto dominada por la Primera y la Segunda Guerra Mundial. Conflictos que, aunque europeos en su origen, se extendieron por buena parte del mundo, alcanzando unas dimensiones de destrucción y violencia sin parangón en la Historia Humana35. Tras la devastación producida por esos conflictos (cuyo estallido fue manifestación del fracaso de la Sociedad de Naciones), y en un contexto en el que menudeaban nuevamente los conflictos y polémicas internacionales y se definían aceleradamente los dos bloques antagónicos que cristalizarían en la llamada Guerra Fría que se extendió a lo largo de casi toda la segunda mitad del siglo xx, no parecía posible ni establecer una organización internacional con visos de permanencia y con aspiraciones de erigirse en foro para la resolución pacífica de controversias entre Estados, ni mucho menos promulgar un elenco de derechos básicos que se considerasen comunes a todos los seres humanos sin distinción.

			Y en efecto, cuando las grandes potencias vencedoras de la Segunda Guerra Mundial abrieron las negociaciones para el establecimiento de lo que acabaría siendo la Organización de Naciones Unidas, su objetivo principal era establecer y mantener la seguridad colectiva tras la guerra, mediante la creación de algún tipo de organización y marco jurídico, en el buen entendido de que no supusiese merma alguna a su soberanía. En la conferencia de Dumbarton Oaks de 1944, en la que participaron Estados Unidos, la Unión Soviética, el Reino Unido y China, no se hizo prácticamente mención alguna a la cuestión de los derechos. Menos aún en la conferencia de Yalta de 1945, en la que participaron Stalin, Churchill y un debilitado Roosevelt. Lo que resultó de esas reuniones fue el acuerdo de erigir una organización internacional capaz de evitar futuras guerras de agresión, de asegurar la estabilidad de las fronteras, y de establecer un marco de resolución pacífica de las disputas entre naciones36. El establecimiento de un catálogo de derechos o de un marco internacional para su defensa era algo que apenas pesó en el ánimo de los negociadores, si bien era un clamor cada vez más manifiesto en el resto del mundo, sobre todo desde la perspectiva de los países que más habían sufrido las consecuencias de la guerra o los que se encontraban inmersos en procesos de descolonización más o menos incipientes.

			Sobre esas bases se celebró la Conferencia de San Francisco 1945 (25 de abril a 26 de junio de 1945) de la cual resultaría la creación de la Organización de Naciones Unidas.

			En la Conferencia de San Francisco no faltaron las propuestas de incorporar a la Carta de Naciones Unidas un instrumento declarativo de derechos (una Bill of Rights, por utilizar la terminología anglosajona). Y si bien dicha posibilidad se rechazó, tanto en el Preámbulo de la Carta como en diversos puntos de su articulado se incluyeron prometedoras menciones a la «dignidad humana» y los «derechos humanos».

			El Preámbulo de la Carta de Naciones Unidas, en efecto, se abre con las siguientes palabras:

			NOSOTROS LOS PUEBLOS DE LAS NACIONES UNIDAS RESUELTOS

			a preservar a las generaciones venideras del flagelo de la guerra que dos veces durante nuestra vida ha infligido a la Humanidad sufrimientos indecibles,

			a reafirmar la fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana, en la igualdad de derechos de hombres y mujeres y de las naciones grandes y pequeñas,

			a crear condiciones bajo las cuales puedan mantenerse la justicia y el respeto a las obligaciones emanadas de los tratados y de otras fuentes del derecho internacional,

			a promover el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad […]

			Seguidamente, el artículo 1 detalla los fines a que aspira la nueva organización, expresados del siguiente modo:

			Los propósitos de las Naciones Unidas son:

			1. Mantener la paz y la seguridad internacionales, y con tal fin: tomar medidas colectivas eficaces para prevenir y eliminar amenazas a la paz, y para suprimir actos de agresión u otros quebrantamientos de la paz; y lograr por medios pacíficos, y de conformidad con los principios de la justicia y del derecho internacional, el ajuste o arreglo de controversias o situaciones internacionales susceptibles de conducir a quebrantamientos de la paz;

			2. Fomentar entre las naciones relaciones de amistad basadas en el respeto al principio de la igualdad de derechos y al de la libre determinación de los pueblos, y tomar otras medidas adecuadas para fortalecer la paz universal;

			3. Realizar la cooperación internacional en la solución de problemas internacionales de carácter económico, social, cultural o humanitario, y en el desarrollo y estímulo del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión; y

			4. Servir de centro que armonice los esfuerzos de las naciones por alcanzar estos propósitos comunes.

			La semilla de los «derechos humanos» quedó por tanto plantada en la Carta de Naciones Unidas. En su discurso con ocasión de la firma de dicho instrumento internacional, el presidente estadounidense Truman expresó su deseo de que pudiera redactarse un instrumento internacional declarativo de derechos. A nadie se escapaba en cualquier caso la dificultad que para eso planteaba la clara y neta expresión, en el artículo 2.7 de la Carta, de que

			[…] [n]inguna disposición de esta Carta autorizará a las Naciones Unidas a intervenir en los asuntos que son esencialmente de la jurisdicción interna de los Estados, ni obligará; a los Miembros a someter dichos asuntos a procedimientos de arreglo conforme a la presente Carta […]

			En el proceso que estamos tratando, la mención a los «derechos humanos» más relevante que se contenía en la Carta de Naciones Unidas resultó ser la del artículo 62.2, donde se establecía que el Consejo Económico y Social (órgano que se crearía en el seno de la ONU inmediatamente después de la Conferencia de San Francisco) «podrá hacer recomendaciones con el objeto de promover el respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales de todos, y la efectividad de tales derechos y libertades». Una de las primeras actuaciones del Consejo Económico y Social tras su creación fue en efecto la constitución de una primera comisión de estudio presidida por Eleanor Roosevelt, la viuda del anterior presidente estadounidense. A su vez la primera recomendación de esa comisión fue que la Comisión de Derechos Humanos que se preveía crear en el seno de la recién nacida ONU debería tener como primera misión elaborar una declaración internacional de derechos.

			La Comisión de Derechos Humanos de la Organización de Naciones Unidas se creó en 1946. Estaba conformada por 18 miembros, de ellos cinco delegados por las cinco grandes potencias (Estados Unidos, Unión Soviética, Reino Unido, China y Francia) y los demás rotatorios y procedentes del resto de Estados miembros. La primera presidente de la Comisión, designada por Estados Unidos, fue la misma Eleanor Roosevelt. Junto a ella fueron nombrados vicepresidente el chino Peng-chun Chang, y secretario el libanés Charles Malik. El impulso de Roosevelt y la inmensa erudición de Chang y de Malik se revelarían fundamentales en el subsiguiente proceso de negociación y redacción de la que acabaría siendo la Declaración Universal de los Derechos Humanos.

			La Comisión de Derechos Humanos recibió así el encargo de elaborar una primera propuesta de instrumento internacional declarativo de derechos. En las innumerables reuniones de trabajo celebradas en los siguientes meses fue necesario armonizar puntos de vista radicalmente divergentes no sólo sobre las relaciones internacionales, sino también sobre la naturaleza de las sociedades humanas y el lugar en ellas de los seres humanos. En el curso de los trabajos, buscando anclar el proyectado documento en bases inamovibles y compartidas por todos los miembros de la especie humana, el chino Peng-chun Chang propuso arrancar el documento con un preámbulo fijando principios fundamentales, entre ellos el de la «dignidad humana». La propuesta fue respaldada por el francés René Cassin, que la consideraba «común a todos los hombres», y era un eco del preámbulo de la Constitución irlandesa de 1937, primer instrumento jurídico mundial en el que se apela a la dignidad humana como fundamento del orden social37.

			De los trabajos de la Comisión resultaron diversos borradores, desde el primero del canadiense Humphrey luego revisado por Cassin, hasta otros posteriores que fueron resultado de sucesivas reuniones mantenidas por la Comisión de Derechos Humanos en Ginebra.

			La complejidad de los trabajos, y la diversidad de pareceres que los negociadores y redactores fueron recibiendo y recabando, llevó a la recién creada Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO por su acrónimo en inglés) a constituir un Comité sobre las Bases Teóricas de los Derechos Humanos, presidido por el historiador de Cambridge E. H. Carr, y en el que participaron entre otras figuras como el estadounidense Richard McKeon o el filósofo francés, ya mencionado antes, Jacques Maritain. Entre otras cosas, el Comité recabó el parecer de estadistas y académicos de todo el mundo, entre ellos figuras como el indio Gandhi, el belga Teilhard de Chardin, el italiano Benedetto Croce, el inglés Aldous Huxley o el español Salvador de Madariaga.

			En el proceso de abstracción de los puntos comunes a la inmensa cantidad de materiales provenientes de todo el mundo, el Comité identificó quince normas o principios que entendía generalizadamente aceptados, que incluían tanto libertades civiles y políticas como derechos sociales y económicos, a saber: derecho a la vida; derecho a la protección de la salud; derecho al trabajo; derecho a la asistencia social en caso de necesidad; derecho a la propiedad; derecho a la educación; derecho a la información; derecho a la libertad de pensamiento; derecho de manifestación; derecho a un proceso justo; derecho a la participación política; libertad de expresión, asamblea, asociación, culto y prensa; derecho a la ciudadanía; derecho a la rebelión contra un régimen injusto; derecho a participar en el progreso social38.

			El borrador final propuesto por la Comisión de Derechos Humanos y que se presentó a la Asamblea General de Naciones Unidas para debate y votación pretendía ser una síntesis de todas las tradiciones jurídicas existentes, sin precedentes en la Historia.

			El texto final se compone de un preámbulo y treinta artículos, que fueron votados uno a uno. Veintitrés de ellos fueron aprobados por unanimidad y sólo hubo votos negativos minoritarios en los artículos relativos a la no discriminación (1 voto en contra), familia (6 votos en contra) y libertad de opinión y expresión (7 votos en contra). En la votación final sobre el texto en su conjunto no se emitieron votos negativos, de modo que la Declaración fue aprobada por 48 votos a favor y 8 abstenciones.

			Estudiados los antecedentes tanto remotos como inmediatos de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, y el proceso de redacción que culminó en su adopción, procede detenerse en su estructura y contenido.

			
III. La Declaración Universal de los Derechos Humanos. Estructura y contenido

			Como dijimos antes, la Declaración Universal de los Derechos Humanos consta de un Preámbulo y treinta breves artículos39. Sin embargo, es preciso subrayar, como hace la mejor doctrina internacionalista (y como siempre estuvo en la mente de sus más destacados promotores), que el texto debe leerse como un todo, y no como un agregado de cláusulas más o menos intercambiables o incluso prescindibles40.

			En esta línea, el ya mencionado René Cassin afirmaba que la Declaración Universal de los Derechos Humanos está organizada estructuralmente como el «pórtico de un templo»41. Con esa imagen, Cassin quería expresar en primer lugar que la Declaración era una puerta hacia una realidad mejor hacia la que la comunidad internacional tendría que dirigirse empleando sus mejores esfuerzos, y no un objetivo cumplido.

			Según esa concepción, y haciendo un paralelo con los elementos arquitectónicos de un pórtico con traza de templo griego, en la Declaración Universal de los Derechos Humanos se situarían:

			— Como escalones las siete cláusulas del Preámbulo.

			— Cimentando el templo estarían cuatro sillares: los principios generales de dignidad, libertad, igualdad y fraternidad proclamados en los artículos 1 y 2.

			— El cuerpo principal del pórtico (las columnas) se compondría de cuatro grupos de derechos: los derechos de los individuos como tales (arts. 3 a 11), los derechos del individuo en la sociedad civil (arts. 12 a 17), las libertades políticas (arts. 18 a 21) y los derechos económicos, sociales y culturales (arts. 22 a 27).

			— Por último, coronando la estructura, se situaría un pedimento (arts. 28 a 30) en el que se relacionan los derechos y deberes que sitúan al individuo en sociedad y que fijan los deberes que exigen el mantenimiento del orden político y la convivencia pacífica.

			Estructura de la DUDH (el «Pórtico de Cassin»)

			
				
					[image: Ilustración de un templo clásico con cuatro columnas etiquetadas con valores fundamentales, sobre una escalinata. Incluye anotaciones laterales sobre fundamentos, objetivos y precedentes relacionados con los derechos humanos. Representa visualmente la estructura conceptual de la Declaración Universal de Derechos Humanos.]
				

			
			Hacemos a continuación un recorrido por el texto de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, siguiendo el orden de su articulado conforme al esquema del Pórtico de Cassin.

			El Preámbulo consta, como se ha dicho, de siete considerandos que enmarcan la Declaración en su contexto histórico, político y jurídico, y que aun no siendo jurídicamente vinculantes sí son clave de interpretación del documento, en su conjunto y en cada una de sus cláusulas. La incorporación de un Preámbulo fue fundamentalmente resultado del empuje dogmático de miembros de la Comisión de Derechos Humanos de perfil marcadamente humanista como Malik y Chang.

			El texto del Preámbulo (los siete considerandos) es suficientemente denso y lleno de significado como para merecer se reproducido íntegramente a continuación:

			CONSIDERANDO que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana;

			CONSIDERANDO que el desconocimiento y el menosprecio de los derechos humanos han originado actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad, y que se ha proclamado, como la aspiración más elevada del hombre, el advenimiento de un mundo en que los seres humanos, liberados del temor y de la miseria, disfruten de la libertad de palabra y de la libertad de creencias;

			CONSIDERANDO esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de Derecho, a fin de que el hombre no se vea compelido al supremo recurso de la rebelión contra la tiranía y la opresión;

			CONSIDERANDO también esencial promover el desarrollo de relaciones amistosas entre las naciones;

			CONSIDERANDO que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres, y se han declarado resueltos a promover el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad;

			CONSIDERANDO que los Estados miembros se han comprometido a asegurar, en cooperación con la Organización de las Naciones Unidas, el respeto universal y efectivo a los derechos y libertades fundamentales del hombre, y

			CONSIDERANDO que una concepción común de estos derechos y libertades es de la mayor importancia para el pleno cumplimiento de dicho compromiso.

			Es significativa la insistencia del Preámbulo en subrayar que la «dignidad humana» es el fundamento de la libertad, la justicia y la paz en el mundo (no está lejos esta proclamación de la contenida en la Constitución irlandesa de 1937, antes mencionada), y en concebir como «intrínsecos» y por tanto inalienables los derechos que todos los seres humanos ostentan en razón de esa dignidad primera. Como es significativa, por lo que dijimos antes, la referencia a los «actos de barbarie» que habrían ultrajado esos derechos y esa dignidad42.

			De ese modo, la Declaración Universal de los Derechos Humanos arranca afirmando con rotundidad la existencia de principios anteriores al derecho legislado y por tanto limitativos de lo que éste puede determinar. Y por eso, entre el Preámbulo y el articulado de la Declaración se sitúa un párrafo que conecta aquél y éste, y que quiere consagrar el texto como «el ideal común por el que todos los pueblos deben esforzarse»:

			Ahora, por tanto,

			La Asamblea General,

			PROCLAMA la presente Declaración Universal de los Derechos Humanos como ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, a fin de que tanto los individuos como las instituciones, inspirándose constantemente en ella, promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos y libertades, y aseguren, por medidas progresivas de carácter nacional e internacional, su reconocimiento y aplicación universales y efectivos, tanto entre los pueblos de los Estados miembros como entre los de los territorios colocados bajo su jurisdicción.

			Siguen los cuatro principios basilares proclamados en los artículos 1 y 2: libertad, igualdad, dignidad y fraternidad. En el artículo 1 en concreto se contienen todos esos principios, del siguiente modo:

			Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros.

			Entrando en las llamadas «columnas» o grupos de artículos, la primera columna proclama en los artículos 3 a 11 los derechos fundamentales del individuo en cuanto tal: vida e integridad física, libertad personal, seguridad. Así, el artículo 3 declara el derecho de todo individuo «a la vida, a la libertad y a la seguridad», el artículo 4 proscribe la esclavitud y la trata, el artículo 5 prohíbe los tratos «crueles, inhumanos o degradantes»43.

			Los artículos 6 a 11 proclaman derechos y garantías del individuo ante el derecho y los tribunales. Así, el artículo 6 proclama el derecho de toda persona al reconocimiento de su condición de tal ante el derecho; el artículo 7 proclama la igualdad ante la ley; el 8 el derecho a la tutela de los tribunales y el 9 proscribe las detenciones arbitrarias; el 10 proclama el derecho a un juicio justo; el 11, por fin, declara el derecho a la presunción de inocencia y proclama el principio de tipicidad penal (nullum crimen sine lege previa) tanto a nivel nacional como internacional44.



OEBPS/image/02_01.jpg
Arts. 28 a 30
Orden politico

Arts. 18 a 21

Dignidad Tguaida

Pedimento:

Deberes - limites - orden

Columnas:

Derechos individuales
(vida, libertad, seguridad personal)

Derechos del individuo en sociedad

Derechos politicos

Derechos econémicos, sociales
y culturales

Preambulo:
Los siete considerandos

Los cuatro principios basilares
Arts.1y 2





OEBPS/image/tecnos_logo.png
z‘ef@w





OEBPS/image/9788430992386_cubierta.jpg
Antonia Monge Ferndndez
y Carlos Fidalgo Gallardo

x>

CONTRA LA

IMPUNIDAD

HISTORIA, ACTUALIDAD
Y PERSPECTIVAS DE FUTURO
DEL DERECHO PENAL
INTERNACIONAL Y DE LA
JUSTICIA INTERNACIONAL

lec‘éw






